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					REVISTA  

					Resumen  

					El presente artículo examina la tensión entre la democratización de la biotecnología impulsada  

					por el movimiento de biología casera –conocido como biohacking o DIYbio– y los riesgos de  

					bioseguridad que dicha descentralización introduce en el ejercicio de la investigación genética  

					contemporánea. Se parte del supuesto de que la reducción drástica de los costos asociados a her-  

					ramientas de edición genética como CRISPR-Cas9, junto con la simpliﬁcación de sus protocolos  

					de uso, ha trasladado capacidades de manipulación molecular que antes estaban reservadas a  

					universidades, empresas farmacéuticas e instalaciones estatales, hacia laboratorios comunitarios y  

					espacios de trabajo individuales sin la infraestructura de contención ni la supervisión institucional  

					que esos entornos tradicionalmente exigían. A partir de este desplazamiento, se examinan tres  

					vulnerabilidades especíﬁcas –la alteración no intencionada o deliberada de patógenos, la ausencia  

					de niveles de biocontención adecuados y la posibilidad de sintetizar material genético peligroso  

					sin control institucional– y se analiza por qué los marcos regulatorios vigentes, diseñados en  

					función de actores institucionales identiﬁcables, resultan insuﬁcientes frente a una comunidad de  

					practicantes dispersa, heterogénea y en buena medida anónima. Finalmente, se evalúan dos vías  

					de respuesta que no son mutuamente excluyentes: la autorregulación desarrollada por la propia  

					comunidad biohacker y la contención tecnológica incorporada directamente en los organismos  

					modiﬁcados. Para ello, se adopta un enfoque de ética aplicada y ﬁlosofía de la tecnología que  

					examina la gobernanza de la biotecnología emergente como un problema de diseño institucional  

					bajo incertidumbre, entendida esta última como la imposibilidad de anticipar con precisión qué  

					actores individuales tendrán acceso a qué capacidades técnicas en qué momento.  

					P R A X I S  

					93  
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					aplicada.  

					Abstract  

					This article examines the tension between the democratization of biotechnology driven by the  

					do-it-yourself biology movement –known as biohacking or DIYbio– and the biosecurity risks that  

					such decentralization introduces into the practice of contemporary genetic research. It assumes  

					that the sharp reduction in the cost of gene-editing tools such as CRISPR-Cas9, together with  

					the simpliﬁcation of their operating protocols, has moved molecular manipulation capabilities  

					once reserved for universities, pharmaceutical companies, and state facilities into community  

					laboratories and individual workspaces lacking the containment infrastructure and institutional  

					oversight those settings traditionally required. From this shift, three speciﬁc vulnerabilities  

					are examined –the unintentional or deliberate alteration of pathogens, the absence of adequate  

					biocontainment levels, and the possibility of synthesizing hazardous genetic material without  

					institutional control– and it is analyzed why existing regulatory frameworks, designed around  

					identiﬁable institutional actors, prove insufﬁcient against a dispersed, heterogeneous, and largely  

					anonymous community of practitioners. Finally, two non-mutually-exclusive lines of response  

					are assessed: self-regulation developed by the biohacker community itself, and technological  

					containment built directly into modiﬁed organisms. The article adopts an applied-ethics and  

					philosophy-of-technology approach that treats the governance of emerging biotechnology as  

					a problem of institutional design under uncertainty, understood here as the impossibility of  

					precisely anticipating which individual actors will gain access to which technical capabilities,  

					and when.  

					Keywords: biohacking; biosecurity; CRISPR-Cas9; biotechnology governance; applied ethics.  
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					Introducción  

					En marzo de 2020, apenas semanas después de que la pandemia de covid-19 obligara  

					a buena parte del mundo a conﬁnarse, la plataforma Just One Giant Lab (JOGL) –que  

					reunía decenas de proyectos de biología casera de respuesta sanitaria– constituyó la  

					primera junta asesora de bioseguridad creada por una iniciativa global de biología  

					DIY, integrada por miembros de la propia comunidad y no por reguladores estatales.  

					Wexler, Choi, Pearlman y Rasmussen (2023) documentan que, hacia ﬁnales de ese  

					mismo año, un colectivo de cientíﬁcos ciudadanos conocido como RaDVaC –que  

					desarrollaba informalmente, fuera de cualquier ensayo clínico regulado, una vacuna  

					propia contra el SARS-CoV-2– se acercó a JOGL buscando sumarse a su plataforma, y  

					que ese acercamiento terminó en un distanciamiento: RaDVaC dejó de tener actividad  

					en los canales de JOGL poco después, invocando la comunidad los límites éticos  

					que su junta había ﬁjado meses antes. El episodio condensa la doble naturaleza del  

					fenómeno que ocupa a este artículo: por un lado, una comunidad capaz de movilizar  

					rápidamente conocimiento técnico avanzado y sin las barreras burocráticas propias  

					de la investigación institucional; por otro lado, la misma comunidad reconociendo,  

					desde dentro, que esa rapidez y esa ausencia de barreras constituyen la fuente de  

					un riesgo que exige algún tipo de contención, aunque sea autoimpuesta. Ninguna  

					agencia reguladora intervino: la decisión surgió de una junta compuesta por sus  

					propios miembros. Ese gesto de autogobierno, más que la vacuna en sí, es lo que  

					vuelve el caso ﬁlosóﬁcamente relevante para pensar la bioseguridad contemporánea:  

					revela que la pregunta sobre cómo gobernar la biotecnología democratizada ya no  

					puede formularse exclusivamente en términos de regulación estatal, sino que debe  

					incluir la capacidad –y los límites– de las propias comunidades practicantes para  

					vigilarse a sí mismas.  

					La importancia de examinar ﬁlosóﬁcamente la relación entre biohacking y biose-  

					guridad radica en que ambos fenómenos crecen a la par y comparten la misma causa:  

					el abaratamiento acelerado de las herramientas de edición genética, en particular  

					de CRISPR-Cas9, ha vuelto accesible a individuos sin aﬁliación institucional una  

					capacidad técnica que, apenas una década atrás, exigía la infraestructura de un labora-  

					torio universitario o farmacéutico. Debido a esta convergencia, cualquier análisis que  

					celebre unilateralmente la democratización del conocimiento cientíﬁco sin atender a  

					sus condiciones de bioseguridad, o que denuncie unilateralmente el biohacking como  

					amenaza sin reconocer su potencial epistémico y su capacidad de autorregulación,  

					corre el riesgo de simpliﬁcar un problema que es, en su núcleo, un dilema de diseño  

					institucional bajo condiciones de incertidumbre irreducible. Por lo que este artículo  

					se propone examinar dicho dilema en cuatro momentos. En primer lugar, se analiza  
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					el fenómeno DIYbio como forma de democratización biotecnológica, atendiendo a  

					su cultura, a la reducción de costos que lo hace posible y a su potencial epistémico y  

					cívico. En segundo lugar, se examinan los riesgos de uso dual y las vulnerabilidades  

					de bioseguridad que introduce esa misma democratización, desde la alteración de  

					patógenos hasta la síntesis no controlada de material genético peligroso. En tercer  

					lugar, se evalúan los desafíos que ese panorama plantea a los marcos de gobernanza  

					nacional e internacional existentes, diseñados en función de actores institucionales  

					que ya no agotan el universo de quienes tienen acceso a estas capacidades. En última  

					instancia, se examinan dos estrategias de prevención que, lejos de ser excluyentes,  

					apuntan a niveles distintos del problema: la autorregulación comunitaria y la con-  

					tención tecnológica incorporada en los propios organismos modiﬁcados, lo cual se  

					desarrollará a lo largo de las secciones siguientes.  

					1. Democratización de la biotecnología y el fenómeno DIYbio  

					El movimiento conocido como Do-It-Yourself Biology –DIYbio– designa una práctica  

					descentralizada de experimentación biológica realizada fuera de las universidades,  

					las empresas farmacéuticas y los laboratorios estatales, habitualmente en espacios  

					comunitarios ﬁnanciados colectivamente o en los propios domicilios de sus prac-  

					ticantes. Por un lado, el movimiento hereda una ﬁlosofía de ciencia abierta que  

					reivindica el acceso público al conocimiento técnico y a los instrumentos de investi-  

					gación, bajo el supuesto de que la ciencia institucional concentra recursos y autoridad  

					epistémica excluyendo a quienes carecen de credenciales académicas formales. Por  

					otro lado, esa misma descentralización implica la ausencia de las estructuras de su-  

					pervisión –comités de ética, protocolos de bioseguridad institucionales, inspecciones  

					regulares– que las universidades y las empresas dan por sentadas como condición  

					de funcionamiento. Wexler, Choi, Pearlman y Rasmussen (2023) documentan con  

					particular claridad cómo esa tensión se manifestó durante la pandemia de covid-19:  

					la comunidad DIYbio mantuvo e incluso amplió su actividad, coordinando proyectos  

					internacionales de respuesta sanitaria a través de plataformas colaborativas como  

					Just One Giant Lab. De este modo, la cultura del biohacking constituye menos una  

					imitación amateur de la ciencia institucional que una forma alternativa de organi-  

					zación epistémica, con valores propios –apertura, horizontalidad, rapidez– y con  

					sus propios mecanismos, todavía en formación, para lidiar con los riesgos que esos  

					mismos valores generan. A causa de esta doble naturaleza, cualquier caracterización  

					del biohacking que lo reduzca a una amenaza de bioseguridad, o que lo celebre sin  

					reservas como una forma superior de ciencia democrática, pierde de vista justamente  

					lo que hace del fenómeno un objeto ﬁlosóﬁcamente interesante: la coexistencia,  
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					dentro de la misma comunidad, de una ética de la apertura radical y de una conciencia  

					–aunque limitada– de sus propios límites.  

					Los laboratorios comunitarios que sirven de sede física a buena parte de esta  

					actividad –espacios organizados según el modelo que documentan Wexler, Choi,  

					Pearlman y Rasmussen (2023)– funcionan como una suerte de infraestructura in-  

					termedia entre el garaje individual y el laboratorio institucional: ofrecen equipo  

					compartido, protocolos de seguridad básicos y una comunidad de practicantes que  

					ejerce, de manera informal, una función de supervisión entre pares. Debido a que  

					esta infraestructura intermedia carece de personalidad jurídica equiparable a la de  

					una universidad o una empresa, su capacidad de hacer cumplir cualquier estándar de  

					bioseguridad depende casi por completo del consenso voluntario de sus miembros,  

					antes que de un poder sancionador externo. Ante este panorama, resulta signiﬁcativo  

					que la propia comunidad haya optado por un modelo de gobernanza asesor y no  

					mandatorio: la Junta de Bioseguridad de JOGL emitió directrices que los proyectos  

					podían adoptar o ignorar, reﬂejando una preferencia comunitaria explícita contra la  

					supervisión de tipo autoritario. Este dato resulta ﬁlosóﬁcamente relevante porque  

					sugiere que la ausencia de coerción externa no equivale necesariamente a ausencia  

					de normatividad: existe una normatividad interna, generada comunitariamente, que  

					opera mediante mecanismos de reputación y de exclusión –como la que sufrió el  

					proyecto RaDVaC– antes que mediante sanciones formales. Sin embargo, los propios  

					autores documentan también que la conciencia de esas directrices resultó limitada  

					entre los participantes, y que la sostenibilidad de cualquier esquema de autogobierno  

					depende de recursos –tiempo, ﬁnanciamiento, experticia externa– que la comunidad  

					no siempre puede garantizar por sí sola. De ahí que la cultura del biohacking, exami-  

					nada de cerca, revele menos una anarquía irresponsable que un experimento todavía  

					inconcluso de gobernanza distribuida, cuestión que se retomará con mayor detalle en  

					la cuarta sección de este artículo.  

					La segunda condición que hace posible la democratización biotecnológica ex-  

					aminada en este artículo es de naturaleza estrictamente técnica y económica: la  

					reducción drástica en el costo de las herramientas de edición genética basadas en  

					CRISPR-Cas9. Stasi y Thongpravati (2024) sostienen que esa reducción, combi-  

					nada con la comercialización en línea de kits de manipulación genética y con la  

					simpliﬁcación progresiva de sus protocolos de uso, ha trasladado una capacidad que  

					hace poco más de una década exigía la infraestructura completa de un laboratorio  

					de biología molecular hacia manos de individuos sin formación académica formal  

					ni aﬁliación institucional. Por lo que la pregunta relevante ha dejado de ser si es  

					técnicamente posible editar un genoma fuera de una institución reconocida: lo que  
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					importa ahora es bajo qué condiciones de supervisión –si es que existe alguna– se re-  

					aliza esa edición. A causa de este desplazamiento, los autores identiﬁcan dos riesgos  

					que operan en niveles distintos y que conviene no confundir entre sí: por un lado, la  

					liberación accidental de organismos modiﬁcados por practicantes que carecen de la  

					formación técnica necesaria para anticipar consecuencias no deseadas de una edición  

					genética; por otro lado, la posibilidad –mucho menos probable estadísticamente, pero  

					de consecuencias potencialmente mucho más graves– de que algún actor utilice esa  

					misma accesibilidad para diseñar deliberadamente un patógeno con ﬁnes dañinos.  

					Ninguno de los dos riesgos depende de que la mayoría de los practicantes de DIYbio  

					tenga intenciones maliciosas; basta con que la distribución del conocimiento técnico  

					haya superado la distribución de la infraestructura de contención y de la formación  

					en bioseguridad para que ambos riesgos se vuelvan estructuralmente posibles, con  

					independencia de las intenciones individuales de quienes participan del movimiento.  

					Conviene precisar, sin embargo, que la democratización de CRISPR-Cas9 no  

					equivale a una democratización uniforme de todas las capacidades relevantes para  

					la edición genética. Aventurándose con la siguiente aﬁrmación, es posible decir  

					que lo que efectivamente se ha democratizado es la capacidad de realizar cortes y  

					modiﬁcaciones puntuales sobre secuencias de ADN ya conocidas y caracterizadas,  

					no la capacidad de diseñar desde cero un organismo con propiedades patogénicas  

					nuevas, tarea que sigue exigiendo un nivel de conocimiento bioinformático, acceso a  

					bases de datos genómicas especializadas y capacidad de síntesis que la mayoría de los  

					practicantes individuales todavía no posee. Stasi y Thongpravati (2024) reconocen  

					implícitamente esta asimetría al proponer, como respuesta al problema regulatorio  

					que examina la tercera sección de este artículo, un modelo híbrido que combine  

					la autorregulación comunitaria con mecanismos de supervisión formal, en vez de  

					depender exclusivamente de uno u otro extremo. Esta asimetría entre lo que se  

					ha democratizado –el acceso a la herramienta– y lo que permanece relativamente  

					concentrado –el conocimiento necesario para explotarla con ﬁnes dañinos– resulta  

					ﬁlosóﬁcamente importante porque matiza cualquier narrativa alarmista que asuma una  

					equivalencia directa entre accesibilidad de CRISPR-Cas9 y proliferación inminente  

					de bioterrorismo. Al mismo tiempo, esa misma asimetría no debería tranquilizar en  

					exceso: la historia de la proliferación tecnológica sugiere que la brecha entre acceso  

					a una herramienta y capacidad de explotarla plenamente tiende a estrecharse con  

					el tiempo, a medida que el conocimiento tácito necesario para su uso avanzado se  

					codiﬁca, se documenta y se difunde entre quienes lo buscan. De este modo, la ventana  

					temporal durante la cual la asimetría actual ofrece cierta protección estructural no  

					debe presumirse indeﬁnida.  
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					El propio esquema de este movimiento reconoce, junto a sus riesgos, un po-  

					tencial positivo que no conviene subestimar: la descentralización del conocimiento  

					biotecnológico, el fomento de la educación cientíﬁca informal y la posibilidad de  

					una investigación genuinamente ciudadana. Por un lado, la descentralización del  

					conocimiento tiene una justiﬁcación epistémica independiente de cualquier consid-  

					eración de bioseguridad: si el acceso al conocimiento técnico permanece concentrado  

					en un número reducido de instituciones, también permanece concentrada la capacidad  

					de deﬁnir qué preguntas de investigación merecen atención y qué problemas cotidi-  

					anos –de salud pública, de agricultura local, de contaminación ambiental– resultan lo  

					bastante rentables o prestigiosos como para justiﬁcar ﬁnanciamiento institucional.  

					Ese sesgo no responde a intención ni a mala fe institucional: es consecuencia es-  

					tructural de que la investigación ﬁnanciada institucionalmente responde, casi por  

					necesidad, a criterios de relevancia deﬁnidos por quienes controlan el ﬁnanciamiento,  

					antes que por quienes efectivamente enfrentan el problema en su vida cotidiana. Por  

					otro lado, la propia dinámica documentada por Wexler, Choi, Pearlman y Rasmussen  

					(2023) durante la pandemia de covid-19 –comunidades de practicantes coordinando  

					internacionalmente proyectos de respuesta sanitaria a través de plataformas como  

					JOGL, sin esperar la autorización o la iniciativa de ninguna agencia estatal– ilustra  

					de manera concreta cómo esa descentralización puede traducirse en capacidad de  

					respuesta genuina ante problemas urgentes, incluso si el caso especíﬁco que doc-  

					umentan los autores –el proyecto RaDVaC– terminó distanciándose de la propia  

					comunidad debido a sus riesgos éticos y de bioseguridad. De ahí que el ejemplo  

					funcione, paradójicamente, como evidencia tanto del potencial positivo como del  

					riesgo: la misma infraestructura descentralizada que permitió una respuesta rápida  

					y coordinada fue la que produjo, sin supervisión regulatoria previa, un producto  

					biológico administrado a seres humanos fuera de cualquier ensayo clínico controlado.  

					Sobre el fomento especíﬁco de la educación cientíﬁca informal y la investigación  

					ciudadana como resultado directo del biohacking, la evidencia empírica de acceso  

					abierto disponible para este artículo resulta todavía escasa: la literatura consultada  

					documenta con detalle la gobernanza y la bioseguridad de la comunidad DIYbio,  

					pero no ofrece, hasta donde permitió establecer esta investigación, estudios dedicados  

					especíﬁcamente a medir su impacto educativo sobre el público no especializado. Esta  

					ausencia no invalida la plausibilidad del argumento –la existencia misma de laborato-  

					rios comunitarios abiertos a la participación de personas sin formación académica  

					formal constituye, por deﬁnición, una forma de acceso a la práctica cientíﬁca que  

					las instituciones tradicionales rara vez ofrecen–, pero sí exige cautela antes de pre-  

					sentarlo como un hecho establecido en vez de como una hipótesis razonable a la  
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					espera de veriﬁcación empírica más sistemática. Asimismo, conviene no perder de  

					vista que el potencial positivo del biohacking y sus riesgos de bioseguridad no son  

					magnitudes independientes que puedan sumarse o restarse para obtener un balance  

					neto: ambos emergen de la misma condición estructural, la disponibilidad de her-  

					ramientas biotecnológicas potentes fuera del perímetro de supervisión institucional,  

					de modo que cualquier intervención que reduzca uno de los dos términos –por ejem-  

					plo, imponiendo requisitos de acceso más estrictos a los kits de edición genética–  

					tenderá también a reducir el otro. En última instancia, esta observación es la que  

					justiﬁca dedicar el resto del artículo a examinar con detalle los riesgos especíﬁcos  

					que introduce la democratización biotecnológica: son estos, y no el fenómeno en su  

					conjunto, los que exigen una respuesta institucional que todavía no existe de forma  

					consolidada, lo cual se desarrollará en la sección siguiente.  

					2. Riesgos de uso dual y vulnerabilidades de bioseguridad  

					El primer riesgo especíﬁco que introduce la democratización de las herramientas de  

					edición genética es la posibilidad de alterar, de forma no intencionada o deliberada,  

					la transmisibilidad, la virulencia o la resistencia antibiótica de microorganismos.  

					Este riesgo no es exclusivo del biohacking: la investigación institucional lleva más  

					de una década debatiendo su versión más controlada y regulada, conocida como  

					investigación de ganancia de función –gain-of-function–, que consiste precisamente  

					en modiﬁcar deliberadamente patógenos para potenciar experimentalmente alguna  

					de esas propiedades, generalmente con el argumento de que anticipar mutaciones  

					peligrosas antes de que ocurran naturalmente permite preparar mejor la respuesta  

					sanitaria. Shinomiya, Minari, Yoshizawa, Dando y Shang (2022) sitúan este debate  

					como abierto desde 2011, resuelto hasta ahora, en términos generales, a favor de  

					mantener este tipo de investigación bajo marcos de supervisión institucional especí-  

					ﬁcos antes que prohibirla por completo. Los autores examinan este debate a la luz  

					de la experiencia de la pandemia de covid-19 y llegan a una conclusión relevante  

					para el argumento de este artículo: sostienen que las herramientas que efectivamente  

					demostraron su valor durante la pandemia –la secuenciación genómica rápida, las  

					vacunas de ARN mensajero, los métodos de diagnóstico acelerado– no dependieron  

					de la investigación de ganancia de función, mientras que los beneﬁcios atribuidos a  

					esta última resultaron, en el mejor de los casos, difíciles de demostrar frente a sus  

					riesgos ya conocidos. Debido a esta asimetría entre beneﬁcios inciertos y riesgos  

					documentados, los autores proponen reconsiderar los marcos de gobernanza que  

					autorizan este tipo de investigación incluso en su versión institucional y controlada,  

					sometiéndola a análisis de riesgo-beneﬁcio más estrictos que los vigentes hasta ahora,  
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					incluso dentro de laboratorios plenamente institucionales y sujetos a supervisión  

					regular.  

					Si la propia investigación institucional de ganancia de función –realizada en  

					laboratorios con niveles de biocontención BSL-3 o BSL-4, bajo supervisión de  

					comités de bioseguridad y con ﬁnanciamiento sujeto a escrutinio público– enfrenta ya  

					diﬁcultades para justiﬁcar su relación riesgo-beneﬁcio, según el análisis de Shinomiya,  

					Minari, Yoshizawa, Dando y Shang (2022), entonces resulta razonable preguntarse  

					qué ocurre cuando capacidades análogas de manipulación de patógenos –aunque  

					todavía limitadas, como se señaló en la sección anterior, por la asimetría entre  

					acceso a la herramienta y conocimiento para explotarla plenamente– comienzan  

					a estar disponibles fuera de ese perímetro institucional. A causa de esta analogía,  

					conviene distinguir con precisión dos escenarios que suelen mezclarse en el debate  

					público sobre biohacking: por un lado, el escenario de alteración no intencionada,  

					en el que un practicante sin formación suﬁciente modiﬁca un microorganismo de  

					forma que incrementa accidentalmente su virulencia o su resistencia antibiótica, sin  

					comprender plenamente las consecuencias de la modiﬁcación que está realizando;  

					por otro lado, el escenario de alteración deliberada con ﬁnes dañinos, mucho menos  

					probable en términos estadísticos pero cualitativamente distinto, en el que un actor  

					busca intencionalmente potenciar las propiedades peligrosas de un patógeno. El  

					primer escenario es, con la evidencia disponible, considerablemente más probable  

					que el segundo, precisamente porque basta con la ausencia de formación adecuada,  

					sin que se requiera intención maliciosa alguna; sin embargo, ambos escenarios  

					comparten la misma causa estructural –la disponibilidad de la herramienta sin la  

					infraestructura de contención y supervisión que tradicionalmente la acompañaba– y  

					por ello ambos exigen un mismo tipo de respuesta preventiva, así esta deba calibrarse  

					de forma distinta según la probabilidad relativa de cada escenario. Esa distinción  

					no es meramente académica: de ella depende cómo debe diseñarse la respuesta  

					preventiva en cada caso.  

					El segundo riesgo identiﬁcado por el esquema de este artículo –la ausencia  

					de infraestructura de biocontención en espacios de trabajo caseros o no regulados–  

					se deriva casi directamente de la condición estructural ya descrita: los niveles de  

					bioseguridad BSL-3 y BSL-4, diseñados para contener microorganismos capaces  

					de causar enfermedad grave o letal, exigen sistemas de ventilación con presión neg-  

					ativa, esclusas de aire, protocolos de descontaminación y personal especializado  

					en su mantenimiento, ninguno de los cuales resulta compatible con un laboratorio  

					comunitario ﬁnanciado colectivamente o con un espacio de trabajo doméstico. Estos  

					niveles de contención condensan décadas de experiencia institucional acumulada  
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					sobre qué salvaguardas físicas resultan necesarias para trabajar con microorganismos  

					de alto riesgo. La pregunta relevante, más que si los espacios DIYbio carecen de esta  

					infraestructura –evidentemente carecen de ella, por deﬁnición y por diseño–, es si el  

					tipo de trabajo que efectivamente se realiza en esos espacios requiere ese nivel de  

					contención. La respuesta, hasta donde permite establecer la literatura consultada para  

					este artículo, es matizada: la mayoría de los proyectos DIYbio documentados por  

					Wexler, Choi, Pearlman y Rasmussen (2023) –incluidos los proyectos de respuesta  

					sanitaria durante la pandemia de covid-19– operan con microorganismos de bajo  

					riesgo o con material genético sintético que no requiere, en principio, niveles de  

					contención BSL-3 o BSL-4. Sin embargo, esa misma observación revela la vulnera-  

					bilidad estructural del sistema: la ausencia de infraestructura de contención no es un  

					problema mientras el trabajo permanezca dentro de los límites de bajo riesgo, pero  

					tampoco existe, dentro de los propios espacios comunitarios, ningún mecanismo de  

					contención física capaz de limitar el daño si algún proyecto –intencionadamente o  

					por error de apreciación– excediera esos límites.  

					Ante esta brecha estructural, la literatura técnica especializada ha comenzado  

					a proponer respuestas que operan en un nivel distinto al de la infraestructura física  

					tradicional. Hoffmann, Diggans, Densmore, Dai, Knight, Leproust, Boeke, Wheeler  

					y Cai (2023) sostienen que, frente al abaratamiento acelerado de la síntesis de ADN,  

					la protección eﬁcaz requiere una arquitectura de doble capa: por un lado, la detección  

					de secuencias genéticas peligrosas antes de que puedan sintetizarse; por otro lado,  

					sistemas de biocontención genética –incorporados directamente en el organismo  

					modiﬁcado, no en la infraestructura del espacio donde se lo manipula– capaces de  

					impedir su proliferación descontrolada si llegara a liberarse en un ambiente natural.  

					Esta segunda capa resulta particularmente relevante para el problema de los espacios  

					sin infraestructura BSL-3 o BSL-4, en la medida en que traslada la función de con-  

					tención del ediﬁcio al propio organismo, volviendo menos determinante la ausencia  

					de esclusas de aire o de sistemas de ventilación especializados. Conviene precisar,  

					sin embargo, que los autores desarrollan esta propuesta en el contexto de la síntesis  

					genómica institucional y no examinan de manera especíﬁca su aplicabilidad a labora-  

					torios comunitarios o domésticos, de modo que su pertinencia para el caso concreto  

					del biohacking, aunque plausible por analogía estructural, todavía no cuenta con el  

					mismo respaldo empírico directo que sus otras conclusiones. Esta redistribución  

					de la función de contención –del ediﬁcio hacia el organismo mismo– no elimina  

					la necesidad de protocolos básicos en los espacios comunitarios, pero sí reduce la  

					magnitud del daño potencial en el escenario más grave: un organismo modiﬁcado que  

					escapa de un espacio sin capacidad física de contenerlo. Esta salvedad se retomará  
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					con mayor detalle en la última sección de este artículo, dedicada especíﬁcamente a  

					las estrategias de contención tecnológica.  

					El tercer riesgo señalado por el esquema –la síntesis de toxinas o la reactivación  

					de virus mediante secuencias de ADN sintético sin control institucional– remite a  

					una vulnerabilidad distinta de las dos anteriores, ya no vinculada a la alteración de un  

					organismo existente ni a la ausencia de contención física: consiste en la posibilidad  

					de encargar, a través de proveedores comerciales de síntesis genética, fragmentos de  

					ADN que –ensamblados correctamente– podrían reconstituir un patógeno peligroso  

					o una toxina, sin que el proveedor lo advierta. El escenario paradigmático que ilustra  

					este riesgo no requiere conocimiento avanzado de virología: basta con disponer  

					de la secuencia genética publicada de un patógeno o una toxina conocidos y de un  

					proveedor cuyos ﬁltros de detección resulten insuﬁcientes. Diggans y Leproust (2019)  

					documentan que los sistemas de detección –sequence screening– empleados por la  

					industria de síntesis de ADN para prevenir este escenario presentan vulnerabilidades  

					estructurales que exigen modernización. Los autores proponen, por un lado, adoptar  

					prácticas tomadas de la ciberseguridad –en particular, ejercicios de red teaming  

					en los que equipos especializados intentan deliberadamente burlar los sistemas  

					de detección para identiﬁcar sus puntos débiles antes de que un actor malicioso  

					lo haga–, y por otro lado, extender la detección a fragmentos cortos de ADN –  

					oligonucleótidos– que individualmente no despiertan sospecha, pero que podrían  

					ensamblarse posteriormente en secuencias reguladas de mayor longitud, mediante  

					simulación computacional de ese proceso de ensamblaje. A causa de esta doble  

					vulnerabilidad –el fragmento corto no detectado y el ensamblaje posterior fuera  

					del control del proveedor original–, los autores insisten en que ningún proveedor  

					individual de síntesis genética puede garantizar por sí solo la seguridad del sistema  

					completo, por más rigurosos que sean sus propios protocolos internos de detección.  

					De este dato se sigue una consecuencia que Diggans y Leproust (2019) formulan  

					explícitamente y que resulta central para entender por qué este riesgo desborda las  

					categorías regulatorias tradicionales: la responsabilidad de prevenir la síntesis de  

					material genético peligroso no puede recaer exclusivamente en las empresas que  

					realizan la síntesis: debe extenderse a toda la cadena de suministro, incluidos los dis-  

					tribuidores de reactivos, los fabricantes de sintetizadores de genomas de mesa –cada  

					vez más accesibles y compactos– y, en última instancia, los propios usuarios ﬁnales.  

					Los autores proponen, como complemento a la detección técnica, la construcción de  

					bases de datos compartidas de “rutas hacia el daño” –catálogos análogos a los que  

					ya existen en ciberseguridad para vulnerabilidades de software, que permitirían a  

					distintas empresas y jurisdicciones aplicar criterios de detección uniformes en vez de  
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					estándares fragmentados y contradictorios entre sí–. Nada de esto resulta sencillo de  

					coordinar en la práctica: proveedores de distintos países operan bajo marcos legales  

					distintos, y la ausencia de un estándar internacional único deja abierta la posibilidad  

					de que un actor decidido busque, entre la oferta global de proveedores, aquel cuyos  

					controles resulten más laxos. Esta propuesta reconoce implícitamente algo que la sec-  

					ción anterior de este artículo ya había señalado respecto de la biocontención genética:  

					que la respuesta técnica más prometedora frente a los riesgos de la democratización  

					biotecnológica no consiste en restaurar el perímetro institucional que existía antes  

					de esa democratización –tarea probablemente imposible dado el abaratamiento irre-  

					versible de las herramientas involucradas–, sino en rediseñar los puntos de control a  

					lo largo de toda la cadena que conecta el conocimiento genético con su aplicación ma-  

					terial, desde el proveedor de reactivos hasta el organismo modiﬁcado que ﬁnalmente  

					resulta de esa cadena.  

					3. Desafíos para la gobernanza y la regulación internacional  

					Los riesgos examinados en la sección anterior comparten una característica que los  

					vuelve particularmente difíciles de regular: todos ellos presuponen una capacidad  

					técnica distribuida entre actores que los marcos legales tradicionales no fueron dis-  

					eñados para identiﬁcar ni supervisar. Stasi y Thongpravati (2024) sostienen que la  

					regulación vigente de la edición genética se construyó pensando en un universo de  

					actores institucionales reconocibles –universidades con comités de ética constituidos,  

					empresas farmacéuticas sujetas a inspección regulatoria periódica, instalaciones es-  

					tatales con protocolos de seguridad auditables–, de modo que su eﬁcacia depende  

					de poder identiﬁcar con precisión quién realiza la investigación y dónde la realiza.  

					Esta obsolescencia reﬂeja una discrepancia estructural entre el nivel al que opera  

					la norma –instituciones formalmente constituidas– y el nivel al que opera hoy la  

					capacidad técnica que esa norma pretende gobernar. Debido a que el biohacking  

					opera, por deﬁnición, fuera de ese universo de actores identiﬁcables –laboratorios  

					comunitarios sin personalidad jurídica equiparable, practicantes individuales sin  

					aﬁliación institucional, proyectos coordinados de forma transnacional a través de  

					plataformas digitales–, los mecanismos regulatorios diseñados para el primer uni-  

					verso resultan estructuralmente inaplicables al segundo: el problema no son errores  

					corregibles mediante ajustes menores, es que parten de un supuesto –la existencia de  

					una entidad identiﬁcable y sancionable– que el propio fenómeno que buscan regular  

					ha dejado de satisfacer. Esta obsolescencia normativa no es, conviene precisarlo,  

					resultado de negligencia legislativa ni de falta de voluntad política: es consecuencia  

					de que la velocidad del cambio tecnológico en biotecnología ha superado, en este  
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					caso particular, la velocidad con la que los marcos regulatorios pueden actualizarse  

					sin comprometer valores –como la libertad de investigación o el acceso democrático  

					al conocimiento– que ninguna sociedad democrática estaría dispuesta a sacriﬁcar sin  

					más.  

					Frente a esta obsolescencia, Stasi y Thongpravati (2024) argumentan a favor  

					de un modelo híbrido que combine ambas lógicas de gobernanza en niveles com-  

					plementarios, sin abandonar la regulación estatal en favor de una autorregulación  

					comunitaria sin más, y sin extender tampoco de forma mecánica los marcos institu-  

					cionales existentes hacia el biohacking. Por un lado, sostienen que la supervisión  

					formal –licencias, registros, requisitos mínimos de formación para el acceso a deter-  

					minadas herramientas de edición genética– sigue siendo necesaria para establecer un  

					piso normativo común, veriﬁcable externamente, que no dependa exclusivamente de  

					la buena voluntad de cada comunidad practicante. Por otro lado, reconocen que esa  

					supervisión formal, aplicada de manera rígida y uniforme, corre el riesgo de asﬁxiar  

					el potencial epistémico y cívico ya examinado en la primera sección de este artículo,  

					además de resultar prácticamente inaplicable a una comunidad dispersa y en buena  

					medida anónima. De ahí que los autores exploren, como alternativa complementaria,  

					modelos de gobernanza distribuida como las organizaciones autónomas descentral-  

					izadas –DAO, por sus siglas en inglés–, que emplean infraestructura de cadena de  

					bloques para permitir que la propia comunidad establezca y haga cumplir estándares  

					de conducta de manera transparente y veriﬁcable, sin depender de una autoridad  

					central única. Ninguna de las dos lógicas, por separado, ofrece una salida plausible  

					al dilema, porque cada una resuelve solo la mitad del problema que la otra deja  

					sin atender. Esta propuesta, todavía en una fase temprana de desarrollo conceptual  

					más que de implementación efectiva, ilustra sin embargo un punto ﬁlosóﬁcamente  

					relevante: la obsolescencia de la regulación tradicional no implica la imposibilidad  

					de la regulación como tal, sino la necesidad de imaginar formas de gobernanza  

					estructuralmente distintas de las heredadas del siglo veinte.  

					El segundo desafío de gobernanza señalado por el esquema de este artículo –el  

					control de la cadena de suministro de reactivos, sintetizadores de genomas y material  

					biológico especializado, sin asﬁxiar la innovación que hace posible el potencial  

					positivo examinado en la primera sección– ya fue anticipado parcialmente en el  

					análisis de Diggans y Leproust (2019) sobre la detección de ADN sintético peligroso.  

					Los autores insisten en que ese control no puede diseñarse exclusivamente desde la  

					perspectiva de la empresa individual de síntesis genética: exige coordinación entre  

					proveedores, jurisdicciones y fabricantes de equipo –en particular, de los sinteti-  

					zadores de genomas de sobremesa que han comenzado a estar disponibles fuera del  
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					circuito comercial tradicional–, mediante bases de datos compartidas y protocolos de  

					detección uniformes que impidan que un actor eluda el control simplemente recur-  

					riendo a un proveedor con estándares menos exigentes. La diﬁcultad no es meramente  

					técnica: cualquier estándar de detección exige actualizarse constantemente a medida  

					que se descubren nuevas secuencias de riesgo, lo cual supone un costo operativo re-  

					currente que los proveedores más pequeños –los que cuentan con menos capacidad de  

					absorber ese costo– podrían verse tentados a evitar. Hoffmann, Diggans, Densmore,  

					Dai, Knight, Leproust, Boeke, Wheeler y Cai (2023) formulan explícitamente la  

					tensión que el esquema de este artículo nombra directamente: sostienen que la síntesis  

					genómica ofrece beneﬁcios considerables para la investigación y la biotecnología,  

					al tiempo que su abaratamiento incrementa el riesgo de creación y diseminación  

					–tanto accidental como deliberada– de patógenos peligrosos, de modo que cualquier  

					respuesta regulatoria eﬁcaz debe evitar el extremo de restringir el acceso a la síntesis  

					genómica de forma tan severa que termine desincentivando la investigación legítima  

					que constituye, precisamente, la fuente del potencial positivo del biohacking.  

					Los propios autores proponen una vía para resolver esta tensión sin sacriﬁcar  

					ninguno de sus dos términos: en vez de restringir el acceso a las herramientas  

					de síntesis como tal, concentrar el esfuerzo regulatorio en el punto de control –la  

					detección de secuencias peligrosas antes de la síntesis efectiva– y en la contención  

					posterior –los sistemas de biocontención genética examinados en la sección anterior–  

					, dejando relativamente abierto el acceso a la capacidad de síntesis en sí misma.  

					Esta apuesta regulatoria traslada buena parte de la carga de la prueba desde quien  

					busca acceder a la tecnología hacia quien diseña y opera los sistemas de detección,  

					invirtiendo la lógica habitual de las restricciones de acceso directo. Esta estrategia,  

					que Hoffmann, Diggans, Densmore, Dai, Knight, Leproust, Boeke, Wheeler y Cai  

					(2023) formulan como una exigencia regulatoria obligatoria antes que voluntaria,  

					presupone sin embargo una condición que no está garantizada de antemano: que los  

					sistemas de detección funcionen con la ﬁabilidad suﬁciente como para justiﬁcar la  

					conﬁanza regulatoria depositada en ellos, en vez de en restricciones de acceso más  

					directas pero también más costosas en términos de innovación perdida. Ante este  

					panorama, la propuesta de Diggans y Leproust (2019) de someter regularmente esos  

					sistemas a ejercicios de red teaming –pruebas deliberadas de penetración diseñadas  

					para identiﬁcar sus fallas antes de que un actor malicioso las explote– adquiere  

					una función que trasciende la mejora técnica puntual: se convierte en la condición  

					epistémica misma que permite justiﬁcar, ante la sociedad, por qué se ha optado por  

					controlar el punto de detección en vez de restringir el acceso a la herramienta. Sin un  

					sistema de detección cuya ﬁabilidad pueda demostrarse y actualizarse continuamente,  
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					la estrategia completa de no asﬁxiar la innovación perdería su justiﬁcación.  

					El tercer desafío de gobernanza señalado por el esquema –la reorganización de  

					la Convención sobre Armas Biológicas y el establecimiento de estándares éticos  

					trasnacionales– traslada el problema examinado hasta aquí desde el nivel nacional  

					o institucional hacia el nivel del derecho internacional. Revill (2024) sostiene que  

					la Convención sobre Armas Biológicas, a diferencia de otros tratados comparables  

					de control de armamentos, carece de mecanismos de veriﬁcación, una ausencia que  

					el avance acelerado de la biotecnología –incluido, aunque no exclusivamente, el  

					fenómeno del biohacking examinado en este artículo– vuelve cada vez más urgente  

					de subsanar. El autor identiﬁca cuatro obstáculos concretos que han impedido  

					dotar a la Convención de un régimen de veriﬁcación efectivo. En primer lugar,  

					un desacuerdo conceptual entre los Estados miembros sobre el alcance mismo que  

					debería tener cualquier mecanismo de veriﬁcación. En segundo lugar, una diﬁcultad  

					deﬁnicional particular de la biología, ausente en los tratados sobre armas nucleares o  

					químicas: mientras que una cantidad ﬁja de material nuclear o químico permanece  

					relativamente estable en el tiempo, los microorganismos se autorreplican, de modo  

					que una cantidad de agente biológico por debajo de cualquier umbral regulatorio  

					establecido podría multiplicarse hasta superarlo en cuestión de horas, volviendo  

					prácticamente inútil cualquier sistema de veriﬁcación basado en umbrales ﬁjos de  

					cantidad. En tercer lugar, el escepticismo hacia las inspecciones rutinarias, dado  

					que existen miles de instalaciones de investigación legítimas en todo el mundo  

					cuya inspección sistemática resultaría, en la práctica, inviable. En cuarto lugar,  

					restricciones presupuestarias severas: Revill (2024) señala que el presupuesto anual  

					de la Convención apenas alcanza los 2.1 millones de dólares, frente a los 32 millones  

					que dispone la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas o los 166  

					millones del Organismo Internacional de Energía Atómica.  

					Frente a estos cuatro obstáculos, Revill (2024) no propone una solución única e  

					inmediata –dada la magnitud de las diﬁcultades conceptuales, deﬁnicionales, prácticas  

					y presupuestarias identiﬁcadas, ninguna solución de ese tipo resultaría plausible–:  

					propone, en cambio, un conjunto de iniciativas paralelas que podrían desarrollarse  

					de manera incremental: procesos de revisión de tecnologías de veriﬁcación que  

					permitan a los Estados familiarizarse con las opciones técnicamente disponibles  

					antes de comprometerse políticamente con alguna de ellas, y ejercicios de inspección  

					de prueba que permitan calibrar, en condiciones controladas, qué tan viable resulta  

					técnica y políticamente cada modalidad de veriﬁcación propuesta. Ninguna de  

					estas dos vías exige, para empezar a implementarse, el consenso político pleno  

					que sí requeriría un tratado de veriﬁcación completo. Esta estrategia gradualista  
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					resulta pertinente para el argumento general de este artículo porque replica, a escala  

					internacional, la misma lógica híbrida que Stasi y Thongpravati (2024) proponían  

					a escala comunitaria e institucional: ni la ausencia total de mecanismos formales  

					de veriﬁcación –la situación actual de la Convención–, ni la imposición inmediata  

					de un régimen de inspección universal que la mayoría de los Estados miembros  

					probablemente rechazaría por invasivo, sino un desarrollo incremental de capacidades  

					veriﬁcables que vaya generando, con el tiempo, la conﬁanza política necesaria para  

					sostener acuerdos más ambiciosos. Asimismo, conviene notar que ninguno de los  

					cuatro obstáculos que identiﬁca Revill (2024) es exclusivo de la amenaza estatal de  

					armas biológicas que originalmente motivó la Convención: los mismos problemas de  

					autorreplicación, de umbrales inviables y de un universo de instalaciones demasiado  

					amplio para inspeccionar sistemáticamente reaparecen, agravados, cuando el universo  

					de actores relevantes se extiende –como ocurre con el biohacking– más allá de los  

					Estados y las instituciones hacia individuos y comunidades dispersas.  

					4. Estrategias de prevención y salvaguardas  

					La primera estrategia de prevención examinada por el esquema de este artículo –los  

					códigos de conducta ética desarrollados por la propia comunidad biohacker y la  

					integración de protocolos de bioseguridad comunitarios– ya apareció, de forma conc-  

					reta, en el episodio con el que se abrió este artículo: el distanciamiento del proyecto  

					RaDVaC respecto del ecosistema de colaboración de Just One Giant Lab, documen-  

					tado por Wexler, Choi, Pearlman y Rasmussen (2023), no fue resultado de ninguna  

					intervención regulatoria externa, sino de la aplicación de estándares éticos que la  

					propia Junta Asesora de Bioseguridad –compuesta por miembros de la comunidad, no  

					por reguladores estatales– había establecido meses antes. Este dato empírico resulta  

					ﬁlosóﬁcamente signiﬁcativo porque demuestra que la autorregulación comunitaria  

					excede lo meramente aspiracional: ya opera, con resultados veriﬁcables, dentro  

					de al menos algunos sectores del movimiento DIYbio. Sin embargo, los propios  

					autores documentan también las limitaciones estructurales de este modelo: el carácter  

					asesor –y no mandatorio– de las directrices emitidas por la Junta reﬂeja una prefer-  

					encia comunitaria explícita contra cualquier forma de supervisión percibida como  

					autoritaria, lo cual signiﬁca que ningún proyecto está obligado a acatarlas, y que su  

					eﬁcacia depende enteramente de la disposición voluntaria de cada equipo a someterse  

					a un escrutinio ético que podría, en principio, resultarle desfavorable. A esto se  

					suma que la conciencia de estas directrices resultó limitada entre buena parte de los  

					participantes de la comunidad, y que la propia sostenibilidad del esquema de autogo-  

					bierno depende de recursos –tiempo dedicado por voluntarios, ﬁnanciamiento para  
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					mantener la infraestructura de la Junta, acceso a experticia externa en bioseguridad–  

					que ninguna comunidad dispersa puede garantizar de manera indeﬁnida sin apoyo  

					adicional.  

					Ante estas limitaciones, la propuesta de Stasi y Thongpravati (2024) de integrar  

					la autorregulación comunitaria con mecanismos de supervisión formal –antes que  

					depender exclusivamente de uno u otro extremo– adquiere una función precisa:  

					reconocer que ni el modelo puramente voluntario documentado por Wexler, Choi,  

					Pearlman y Rasmussen (2023), ni un modelo puramente impuesto desde fuera de la  

					comunidad, resultan suﬁcientes por separado para sostener estándares de bioseguridad  

					efectivos a lo largo del tiempo. Esta complementariedad no es simétrica en todos  

					los contextos: en comunidades pequeñas y con alta cohesión interna, el componente  

					voluntario puede bastar por sí solo durante buena parte del tiempo; en comunidades  

					más grandes, dispersas geográﬁcamente y con menor coordinación interna –como  

					sugiere el propio caso internacional de JOGL durante la pandemia–, la ausencia de  

					un componente formal se vuelve considerablemente más costosa. Por un lado, el  

					modelo voluntario aporta legitimidad interna –los estándares que una comunidad se  

					impone a sí misma tienden a generar mayor adhesión que los impuestos externamente–  

					y capacidad de adaptación rápida a las particularidades técnicas de cada proyecto.  

					Por otro lado, la supervisión formal aporta continuidad institucional y capacidad de  

					sanción efectiva que la pura autorregulación, por deﬁnición, no puede ofrecer frente  

					a quienes decidan simplemente ignorar los estándares comunitarios. La propuesta  

					de organizaciones autónomas descentralizadas que exploran Stasi y Thongpravati  

					(2024) –sistemas de gobernanza basados en cadena de bloques que permitirían hacer  

					cumplir estándares comunitarios de forma transparente y veriﬁcable, sin depender  

					de una autoridad central única ni tampoco de la pura buena voluntad individual–  

					representa un intento todavía experimental de combinar ambas ventajas, aunque su  

					viabilidad práctica frente a comunidades tan heterogéneas como la del biohacking  

					global permanece, por ahora, más como conjetura razonada que como resultado  

					empíricamente demostrado.  

					La segunda estrategia de prevención señalada por el esquema –la integración de  

					mecanismos de autodestrucción, conocidos como kill switches, en organismos modi-  

					ﬁcados, junto con marcas de agua genéticas que permitan su trazabilidad– traslada el  

					problema de la prevención desde el nivel comunitario y regulatorio hacia el nivel del  

					propio organismo biológico. La lógica subyacente resulta, en principio, elegante: si la  

					vulnerabilidad estructural examinada en la segunda sección de este artículo consiste  

					en que los espacios DIYbio carecen de la infraestructura de contención física –BSL-3,  

					BSL-4– que las instituciones tradicionales dan por sentada, entonces trasladar la  
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					función de contención al propio organismo modiﬁcado –de modo que este no pueda  

					sobrevivir ni proliferar fuera de condiciones especíﬁcas y controladas– permitiría  

					prescindir, al menos parcialmente, de esa infraestructura ausente. Un mecanismo  

					de este tipo funcionaría, en términos generales, condicionando la supervivencia del  

					organismo modiﬁcado a la presencia continua de un compuesto químico especíﬁco  

					que solo existiría en el entorno controlado del laboratorio, de modo que la simple  

					exposición al ambiente externo desencadenaría su propia inviabilidad. Hoffmann,  

					Diggans, Densmore, Dai, Knight, Leproust, Boeke, Wheeler y Cai (2023) respal-  

					dan directamente esta lógica al proponer, como segunda capa de una arquitectura  

					de protección dual, sistemas de biocontención genética capaces de impedir que un  

					organismo modiﬁcado prolifere de manera descontrolada si llegara a liberarse en  

					un ambiente natural, complementando así la detección de secuencias peligrosas que  

					opera antes de la síntesis. Esta propuesta de biocontención genética, sin embargo, se  

					formula en los términos generales de la síntesis genómica institucional, sin especi-  

					ﬁcar necesariamente los dos mecanismos concretos –autodestrucción programada  

					y marcado genético para trazabilidad– que el esquema de este artículo nombra por  

					separado.  

					Respecto de esos dos mecanismos concretos, la literatura de acceso abierto con-  

					sultada para este artículo no ofrece, hasta donde permitió establecer esta investigación,  

					un tratamiento tan detallado como el que reciben la detección de secuencias o la  

					biocontención genética en términos generales. Esta observación anticipa la reﬂexión  

					ﬁnal de este artículo: la velocidad de la innovación biotecnológica desafía tanto a los  

					marcos regulatorios como a la literatura que busca documentarla con el mismo rigor.  

					Esto no implica ausencia de desarrollo técnico en esos mecanismos –la ingeniería de  

					sistemas de autodestrucción condicional en organismos modiﬁcados y las técnicas de  

					marcado genético para trazabilidad forense cuentan con una literatura especializada  

					considerable en biología sintética–; implica, más bien, que esa literatura especíﬁca no  

					estuvo disponible, dentro de los criterios de veriﬁcación de acceso abierto exigidos  

					para este proyecto, con el mismo nivel de certeza que las fuentes citadas a lo largo  

					del resto del artículo. De ahí que convenga presentar ambos mecanismos, en el  

					estado actual de esta investigación, como líneas de desarrollo plausibles y coher-  

					entes con la lógica general de biocontención genética documentada por Hoffmann,  

					Diggans, Densmore, Dai, Knight, Leproust, Boeke, Wheeler y Cai (2023), antes  

					que como estrategias ya validadas empíricamente para el contexto especíﬁco del  

					biohacking comunitario. Esta salvedad no debilita el argumento general del artículo;  

					por el contrario, ilustra un patrón que se repite en cada una de las estrategias de  

					prevención examinadas hasta aquí: la respuesta institucional y técnica frente a la  
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					democratización biotecnológica avanza, casi siempre, con cierto rezago respecto  

					de la velocidad con la que avanza la propia democratización que busca gobernar,  

					de modo que cualquier evaluación honesta de estas estrategias debe reconocer ese  

					rezago en vez de presentarlas como soluciones ya consolidadas.  

					Conclusión  

					El recorrido realizado a lo largo de este artículo permite formular una tesis general  

					que excede el caso particular del biohacking, aunque se apoya en él como caso de  

					prueba: la democratización de una capacidad tecnológica poderosa y la posibilidad  

					de gobernarla de manera efectiva funcionan menos como variables independientes  

					que puedan optimizarse por separado que como dos caras del mismo desplazamiento  

					estructural, de modo que cualquier estrategia de gobernanza que ignore esta inter-  

					dependencia –ya sea privilegiando unilateralmente la apertura, ya sea privilegiando  

					unilateralmente el control– está condenada a fracasar en alguno de sus dos objetivos.  

					Esta interdependencia, más que cualquier detalle técnico particular, es la lección  

					estructural que atraviesa el artículo entero. El caso del biohacking ilustra esta tesis  

					con particular claridad porque combina, en un mismo fenómeno, las tres condiciones  

					examinadas en este artículo: una comunidad capaz de generar valor epistémico y  

					cívico genuino, como se argumentó en la primera sección; riesgos de bioseguridad  

					estructuralmente ligados a esa misma capacidad, examinados en la segunda; y marcos  

					de gobernanza –nacionales e internacionales– diseñados para un universo de actores  

					que el propio fenómeno ha dejado parcialmente obsoleto, como se mostró en la ter-  

					cera. Las estrategias de prevención examinadas en la cuarta sección –autorregulación  

					comunitaria y contención tecnológica– no resuelven esta tensión de manera deﬁnitiva,  

					sino que la desplazan hacia niveles más manejables: la primera, hacia la capaci-  

					dad de una comunidad dispersa de generar y hacer cumplir sus propios estándares;  

					la segunda, hacia la capacidad de la propia biología modiﬁcada de autolimitarse.  

					Ninguna de las dos estrategias sustituye por completo a la otra, ni tampoco sustituye  

					a una reforma más profunda de los marcos regulatorios nacionales e internacionales  

					examinados en la tercera sección de este artículo.  

					En última instancia, la pregunta que este artículo deja abierta –y que ninguna de  

					las fuentes examinadas resuelve de manera concluyente– es si resulta posible diseñar  

					instituciones de gobernanza biotecnológica que se actualicen a la misma velocidad  

					que la tecnología que buscan gobernar, en vez de perseguirla siempre con el rezago  

					estructural que documentaron, cada uno a su escala, Stasi y Thongpravati (2024) para  

					el caso regulatorio nacional y Revill (2024) para el caso del derecho internacional.  

					Asimismo, conviene reconocer que este artículo se ha concentrado deliberadamente  
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					en la dimensión biotecnológica del biohacking, dejando relativamente al margen  

					su dimensión epistémica más amplia –qué signiﬁca, para la ﬁlosofía de la ciencia,  

					que la producción de conocimiento biológico deje de depender exclusivamente de  

					instituciones acreditadas–, cuestión que excede el alcance de este trabajo pero que  

					merecería un desarrollo propio en investigaciones futuras. Reconocer esta limitación  

					no debilita las conclusiones alcanzadas hasta aquí; más bien las sitúa en su lugar  

					correcto: como un análisis de las condiciones institucionales bajo las cuales una  

					tecnología democratizada puede gobernarse con relativa eﬁcacia, no como una teoría  

					completa de lo que dicha democratización signiﬁca para el estatus epistémico del  

					conocimiento cientíﬁco producido fuera de las instituciones acreditadas. Ante este  

					panorama, y sin pretender ofrecer una respuesta cerrada a un problema que por  

					su propia naturaleza admite soluciones parciales y provisionales, resulta razonable  

					sostener que la gobernanza efectiva de la biotecnología democratizada va a depender,  

					en la práctica, menos de encontrar el mecanismo regulatorio deﬁnitivo que de sostener  

					simultáneamente varias líneas de respuesta imperfectas –autorregulación, contención  

					tecnológica, reforma regulatoria incremental, veriﬁcación internacional gradual–  

					cuya eﬁcacia combinada podría superar, aunque nunca eliminar del todo, los riesgos  

					estructurales que introduce la democratización misma del conocimiento biológico.  
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